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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Septiembre diez de dos mil nueve.
Acta Nº 0074 de Septiembre 10 de 2009.

Hora: 11:00 (a.m.)
En la fecha y hora señaladas, se dispone esta Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, salvo el Dr. Hernán Mejía Uribe quien se encuentra impedido para conocer de este asunto, se constituye en audiencia pública para resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia dictada por la Jueza Tercera Laboral del Circuito de Pereira el 28 de abril último, en el proceso ordinario que promueve la señora MAGNOLIA DE JESÚS SAÑUDO CORREA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
A través de asesora jurídica, la gestora del litigio solicita se declare que le asiste derecho a la aplicación del inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en consecuencia que se ordene al ISS que realice la reliquidación del ingreso base de liquidación, observándose los salarios devengados que cotizó durante el tiempo transcurrido entre el 1º de abril de 1994 y el 1º de septiembre de 2002 fecha en que efectuó su última cotización, por lo tanto que se actualicen con base en la variación del índice de precios al consumidor conforme con la Sentencia 13092 del 16 de febrero de 2001 de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia; que se ordene liquidar, reconocer y pagar a la pensionada los dineros dejados de pagar resultantes de las diferencias de la liquidación con este nuevo IBL a partir del 1º de septiembre de 2002, fecha de reconocimiento de la pensión de vejez con sus respectivos aumentos legales y retroactivos sobre las 14 mesadas, con una tasa de reemplazo del 90% por haber cotizado 1445 semanas, a su vez que se liquiden y paguen los intereses moratorios a la tasa más alta autorizada según el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, más las costas del proceso.    

Fundamenta tales pretensiones, en los hechos que a continuación se resumen:

La señora Sañudo Correa nació el 10 de abril de 1947, estuvo vinculada a los riesgos de invalidez, vejez y muerte al ISS habiendo cotizado un total de 1.445 semanas en toda su historia laboral, cumplidos los requisitos accedió a la pensión de vejez a través de la Resolución Nº 002877 del 27 de agosto de 2002; una vez revisada la liquidación realizada por la entidad se pudo establecer que la liquidación se fundamento en 1.445 semanas con un IBL de $1.155.483.oo al cual se le aplicó una tasa de reemplazo del 90% resultando una mesada pensional de $1.039.935.oo a partir del 1º de septiembre de 2002. Realizadas las operaciones y al calcular los salarios comprendidos entre el 1º de abril de 1994 y hasta el 1º de septiembre de 2002 fecha en que se efectuó su última cotización, encontró que su IBL es de $1.378.573.oo que al aplicarle la tasa de reemplazo permite obtener una mesada pensional de $1.240.715.oo, así que la diferencia a reconocerse es de $200.780.oo para el año 2002; finalmente indica que agotó la reclamación administrativa el 10 de junio de 2008, solicitando que le fuera reliquidada su pensión de vejez sin obtener respuesta por parte de la entidad demanda.  

Admitida la demanda por medio de auto del 17 de julio de 2008, se ordenó correr el traslado a la entidad demandada, quien notificada de manera personal y a través de procurador judicial, respondió el libelo demandatorio indicando que aceptaba como ciertos los hechos relacionados con la calidad de pensionada de la promotora del litigio; la resolución que concedió tal prestación social y su fecha, la tasa de reemplazo y la normatividad aplicada, señaló expresamente que respecto al valor de los periodos cotizados estos correspondían a los descritos en la historia laboral aportada por el ISS, pronunciamiento aquel que generó de la parte accionante la reforma a la demanda en cuanto a los fundamentos de derecho, específicamente la forma cómo debía liquidarse el valor del IBL de 1995, apreciación que no fue aceptada por la entidad demandada. Se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.    

Seguidamente se citó a las partes para celebrar la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, en la que se declaró clausurada la fase conciliatoria por ausencia de este ánimo por ambas partes; se corrió traslado de las excepciones, de las cuales no se hizo pronunciamiento alguno; se fijó el litigio y se decretaron las pruebas, las que fueron evacuadas en su totalidad. 

Se emitió fallo por parte de la Jueza A quo, la que estableció que la entidad en su proceder lo único que demostró es que se ajustó de un todo y por todo a las previsiones legales vigentes para ese entonces, sobre la obtención de ese ingreso base de liquidación, de cara a la favorabilidad para la afiliada, así que no se advirtió error en la suma obtenida, razón por la cual no se ordenó modificación alguna a la resolución que contiene el reconocimiento del derecho que le asistía a la pensionada, es decir, que se negarán las pretensiones y, de contera se avalan las explicaciones dadas por la entidad demandada, en lo que tiene que ver con la aplicación de las normas en debida forma a la hora de obtener el ingreso base de liquidación.       

Teniendo en cuenta que la decisión fue desfavorable para la accionante se dispuso el grado jurisdiccional de consulta ante esta Sala Laboral del Tribunal Superior, por lo que se remitieron las diligencias a esta Corporación, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Sala es competente para desatar la alzada presentada por el portavoz judicial de la parte actora, en virtud de los factores territorial y funcional, tal como lo establecen los artículos 5º y 15 literal b, ordinal 1º y 69 todos del Código de Procedimiento Laboral.
Antes que nada, es menester dejar sentado que en todo el trámite de primera instancia se respetó y garantizó el debido proceso, pues se brindaron todas las oportunidades del caso a las partes para que ejercieran la contradicción y el derecho de defensa.

Problema jurídico.

El punto que ha sido objeto de debate desde los albores del proceso, lo constituye el monto del IBL para establecer el valor total de la pensión, el cual según lo expresó la apoderada de la actora, es incorrecto por no haberse contabilizado de conformidad con la fórmula del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, esto es, el período que transcurrió entre el 1º de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia la Ley 100 de 1993 y la fecha para la cual se cumplieron los requisitos.

Ya ingresando a analizar el fondo del asunto, considera pertinente esta Colegiatura que como punto de partida del estudio que le compete, debe traerse a colación el texto de la norma que sustenta la pretensión, esto es, el inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que al tenor literal reza:

“El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE”-negrillas para destacar-
Del canon trascrito, se colige que la fórmula para liquidar el IBL de los beneficiarios del régimen transitivo, parte de los ingresos sobre los cuales se haya cotizado durante el tiempo transcurrido entre la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y la adquisición del status de pensionado, esto es, el cumplimiento de los requisitos legales. Se toman dichos salarios y se actualizan con base en el IPC reportado por el Dane, en forma anual, partiendo desde el porcentaje de esa anualidad y así sucesivamente hasta el del año anterior a la fecha del reconocimiento del derecho. El salario debidamente actualizado, se multiplica por el número de días sobre los cuales se cotizó con esa base y se divide por el total de días que se tendrán en cuenta para establece el IBL.

Después de repetir esta operación con todos los salarios individualmente, se suman todos los productos obtenidos y el resultado será el ingreso base al cual se le aplicará la respectiva tasa de reemplazo, obteniéndose así, finalmente, el valor de la mesada pensional.
De entrada se observa que la togada representante de la parte actora incurrió en un error en la demanda, pues aplicó el índice de precios al consumidor del año en el cual se reconoció la prestación -2002-, cuando ello era improcedente pues esa tasa inflacionaria aún no se había consolidado y la norma no habla de actualización mensual sino anual, por lo que debe aplicarse, consiguientemente, el índice del año anterior que ya estaba debidamente consolidado.

Pero también se observa un yerro en la fórmula de actualizar los valores aplicada por la Jueza a-quo, pues para actualizar los salarios debió partir del índice de precios al consumidor certificado por el DANE para esa misma anualidad, pues éste es el que marca el incremento para el año subsiguiente. Por ejemplo, para saber el valor de un salario de 1994, en el año 1995, lógico resulta que se deba aplicar el IPC del año 94, que ya se encuentra consolidado.

En vista de este yerro, estima pertinente la Sala efectuar una nueva actualización de los salarios sobre los cuales cotizó la actora en el término tenido en cuenta por la dispensadora de justicia de primer grado, esto es 2.889 días efectivamente cotizados, que van desde el 8 de mayo de 1993 y 10 de abril de 2002.

	IPC

Año
	Salario
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	Vlr. Act.
	Núm. días
	Promedio.

	1993
	197.910
	22.6
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	758.988
	83
	21.805

	1993
	321.540
	22.6
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.233.112
	153
	65.305

	1994
	321.540
	
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.005.801
	212
	73.807

	1994
	396.000
	
	22.59
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.238.717
	153
	65.602

	1995
	396.000
	
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.010.455
	112
	39.173

	1995
	495.000
	
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.263.069
	165
	72.138

	1996
	495.000
	
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.057.316
	199
	72.830

	1996
	703.000
	
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.501.602
	5
	2.599

	1996
	599.000
	
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.279.458,50
	120
	53.145

	1997
	599.000
	
	
	
	
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.051.927
	170
	61.899

	1997
	718.800
	
	
	
	
	17.68
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.262.312
	156
	68.162

	1998
	718.800
	
	
	
	
	
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.072.665
	208
	77.229

	1998
	992.000
	
	
	
	
	
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.480.361
	30
	15.372

	1998
	855.400
	
	
	
	
	
	16.7
	9.23
	8.75
	7.65
	1.276.513
	99
	43.743

	1999
	855.400
	
	
	
	
	
	
	9.23
	8.75
	7.65
	1.093.842
	180
	68.152

	1999
	940.900
	
	
	
	
	
	
	9.23
	8.75
	7.65
	1.203.174,50
	154
	64.136

	2000
	940.900
	
	
	
	
	
	
	
	8.75
	7.65
	1.101.506
	180
	68.630

	2000
	1.040.000
	
	
	
	
	
	
	
	8.75
	7.65
	1.217.521,50
	150
	63.215

	2001
	1.040.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.119.560
	126
	48.828

	2001
	1.014.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.091.571
	9
	3.401

	2001
	1.132.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.218.598
	30
	12.654

	2001
	1.179.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.269.193,50
	15
	6.590

	2001
	1.151.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.239.051,50
	24
	10.293

	2001
	1.132.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	1.218.598
	90
	37.963

	2002
	1.132.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	1.132.000
	66
	25.861

	TOTAL
	2.889
	1.142.532


El IBL de la actora, partiendo de la fórmula explicada anteriormente y de un total de 2.883 días cotizados, equivale a $1.142.532, cifra que resulta inferior a la obtenida por el ISS que, conforme se evidencia en la hoja de cálculo allegada al expediente –fls. 40 y ss- es de $1.155.483, de lo que se extracta que, conforme lo encontró la Jueza de primer grado, el Seguro Social aplicó debidamente las normas para obtener el ingreso base de liquidación de la actora, actualizando los valores sobre los cuales ésta cotizó en el período respectivo, de conformidad con el inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

Así las cosas, sin necesidad de ahondar en mayores consideraciones, no es procedente la reliquidación de la pensión de vejez en los términos pedidos en la demanda, siendo forzosa la confirmación de la sentencia consultada, aunque haciendo claridad respecto a la forma de aplicar la fórmula de actualización.

Costas en esta sede no se causaron, por conocerse en consulta.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
CONFIRMAR la sentencia consultada, con aclaración consignada en la parte considerativa.

Sin costas por conocerse en consulta.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES









(IMPEDIDO)
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 


HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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